Conclusiones del Décimo Simposio sobre Legislación
Tributaria Argentina
Comisión Nº 1: Ejecución fiscal en el ámbito nacional y provincial
En la Ciudad de Buenos Aires, a los 27 días de mes de junio del 2008, reunidos en la Sede del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los integrantes de la Comisión Nº 1 del Décimo Simposio del Legislación Tributaria Argentina, bajo la presidencia de su Titular Dr. Humberto J. Bertazza, Presidente Alterno Dr. Hugo E. Kaplan, Relator Dr. Alberto M. Gorosito y Secretario Dr. Eric G. Rosenberg, luego de evaluar todo lo sucedido en el transcurso del Simposio, manifiestan:

VISTO

1. Los temas sometidos a discusión, según las directivas oportunamente difundidas por la Relatoría:

2. Los trabajos presentados por Dres. Enrique L. Condorelli, Jorge M. Dadi, Fabián Echeverría, Jorge López y Armando Magallón, las esclarecedoras y permanentes exposiciones de los panelistas, Profesionales en Derecho Dr. Carlos M. Folco y Dr. Jorge H. Damarco y los profesionales en Ciencias Económicas Dr. Ricardo M. Chicolino y Dr. Alberto Baldo, las valiosas exposiciones vertidas en la Comisión por los participantes de la misma durante su desarrollo; y 

CONSIDERANDO:

1º ) Que el derecho público en un Estado de Derecho coloca, junto a las prerrogativas con que debe contar la Administración Tributaria para el cumplimiento de los fines de interés general, la garantía de los administrados.

2º) Que el régimen de ejecución fiscal para que resulte idóneo y eficaz requiere, como punto de partida, como valla infranqueable de su accionar, el respeto a las garantías consagradas por nuestra Constitución Nacional y al principio republicano de separación de funciones que son atribuidas a cada uno de los poderes del Estado.

3º) Que la Ley 25239 introdujo sustanciales modificaciones al texto del artículo 92 de la ley de rito fiscal, continuando con el proceso iniciado por la anterior Ley 23658, en cuanto había limitado las defensas sustanciales que el ejecutado podría articular, al tornar inaplicables las del artículo 605 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

4º) Que las facultades otorgadas al agente fiscal, afectan el principio de igualdad procesal en materia tributaria, de nítida raigambre constitucional y retrotraen la relación procesal al despótico esquema de la relación de poder.

5º) Que la actuación del Fisco, como juez y parte, en el juicio de ejecución fiscal, lesiona el principio republicano de separación de poderes, desplaza y sustituye las atribuciones del juez y viola el principio de la tutela judicial efectiva, garantizados por el artículo 18 de la CN y por los Pactos Internacionales incorporados con tal jerarquía (art. 75 inc. 22), como el art. 8 del Pacto de San José de Costa Rica, art. XVIII de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, el art. 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y el art. 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

6º) Que el actual régimen de ejecución fiscal otorga a los agentes fiscales facultades que les permiten librar, con su sola firma, mandamientos de intimación de pago, citar al demandado a oponer excepciones y trabar medidas cautelares de cualquier naturaleza, con igual valor que una requisitoria judicial.

7º) Que de ello se sigue que el Poder Ejecutivo Nacional  ejerce funciones reservadas por la CN a los jueces, privando al administrado de su propiedad y/o del derecho de libre disponibilidad de sus bienes, sin sentencia fundada en ley, emanada de un juez independiente e imparcial.

8º) Que la restricción del derecho de defensa de los contribuyentes, basada en la necesidad de recaudación del Fisco y amparada en la presunción de legitimidad del título de deuda emitido por la Administración Fiscal le otorga exorbitantes poderes al Fisco y pone en riesgo el estado de derecho, sin mejorar la  eficacia de su accionar.

9º Que la actuación del juez, en su carácter de director y ordenador del proceso que naturalmente le compete, ha quedado limitada a la de un simple y mero espectador que recién será llamado a intervenir en caso que se opongan excepciones y que ante la ausencia de articulación de estas últimas solo habrá de certificar, a pedido del Fisco, que se encuentra expedita la vía para ejecutar el crédito reclamado o llevar adelante el dictado de órdenes compulsivas como allanamientos, desapoderamientos, etc.

10º) Que la asignación de funciones jurisdiccionales a sujetos dependientes de la Administración Pública, nombrados por ella misma y sin ningún tipo de garantía de imparcialidad, resulta claramente contraria a la Constitución Nacional, al violar el principio de separación de poderes y conceder a los funcionarios administrativos, que tengan por sí y ante sí, inaudita parte,  la posibilidad de restringir el derecho de propiedad de los administrados sin la necesaria intervención de la justicia.

11º) Que la facultad otorgada a los agentes fiscales de la AFIP para disponer el embargo de cuentas bancarias, fondos y valores depositados, de inhibiciones generales o cualquier medida cautelar, resulta incompatible con el derecho de propiedad, la división de poderes y la garantía de razonabilidad de la ley, artículos 14, 17, 18 y 31 de la Constitución Nacional, al resultar manifiesta la desproporción entre la finalidad explícita de la norma y el instrumento creado por el legislador.

12º) Que las medidas cautelares, cualesquiera sean, afectan durante su vigencia de modo permanente el derecho de propiedad del individuo, por su propia naturaleza, ya que si bien no importan – en principio -  una ablación en su patrimonio, su función de resguardo es, precisamente, limitar de manera efectiva otros atributos no menos importantes de sus derechos, cuales son los de usar y disponer de él.

13º) Que la afectación  a la esfera del derecho de propiedad individual resulta  manifiestamente inconstitucional, al decretarse la cautela sobre el patrimonio del ejecutado sin que exista sentencia emanada de un juez competente, tal como lo exige, sin excepción alguna, el artículo 17 de la Constitución Nacional.

14º) Que la CSN ha establecido (decisorio “Plavinil” del 17/04/01) que no puede sostenerse que la deuda reclamada es manifiestamente inexistente – en los términos precisados por la jurisprudencia (Fallos 294:420 y 312:178, entre otros) por haber sido extinguida vía compensación, pues para ello debe mediar un acto previo del organismo recaudador que admita las compensaciones solicitadas por el contribuyente y disponga la acreditación de los saldos favorables invocados por este.

15°) Que en tal sentido dicha inobservancia menoscaba la seguridad jurídica ya que permite que el silencio fiscal en las solicitudes de compensación signifique la posibilidad de la ejecución de la obligación ya extinguida por esa vía.


16º) Que es doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que los jueces se encuentran facultados para declarar de oficio la inconstitucionalidad de una norma, por cuanto no puede verse en la admisión de esa facultad la creación de un desequilibrio de poderes a favor del judicial y en desmedro de los otros dos, ya que si la atribución en sí no es negada, carecerá de consistencia sostener que el avance sobre los otros poderes no se produce cuando media petición de parte y sí cuando no la hay (Fallos 324:3219).

17º) Que nuestro mas Alto Tribunal entendió que tampoco se opone a la declaración de inconstitucionalidad de oficio la presunción de validez de los actos administrativos o de los actos estatales en general, ya que dicha presunción cede cuando contraría una norma de jerarquía superior, lo que ocurre en las leyes que se oponen a la Constitución Nacional.

CONCLUSIONES

1. Declarar que las modificaciones introducidas en el art 92 de la ley ritual por la ley 25239, vinculadas a la interposición de la demanda de ejecución en base a las facultades otorgadas al agente fiscal de librar bajo su firma mandamiento de intimación de pago y embargo y de trabar medidas precautorias sin intervención judicial, devienen inconstitucionales por afectar el principio republicano de separación de poderes y las garantías de inviolabilidad de la propiedad, debido proceso y tutela judicial efectiva.

2. Propiciar la modificación de la actual redacción del art 92 de la ley 11683, retornando a la vigencia del texto anterior a la reforma introducida por la ley 23658, con las adecuaciones pertinentes para agilizar los procesos judiciales en un marco de respeto de los derechos y garantías constitucionales, restableciéndose el debido control judicial de los procesos administrativos de formación del título, la apelabilidad de la sentencia de ejecución y la oponibilidad de las excepciones del art  605 CPCCN

3. Establecer un procedimiento, en los casos en que se ha solicitado la compensación antes de la iniciación de la ejecución fiscal, que fije un término para que el organismo recaudador resuelva sobre su procedencia.

4. Abogar para que el título ejecutivo sea suficiente, tanto desde el punto de vista formal como sustancial, para lo cual deben haberse seguido correctamente los procedimientos que culminan con su creación.  A tales efectos, se deben introducir las modificaciones legales pertinentes orientadas a restringir a la mínima expresión los actos administrativos de carácter liquidatorio para los que no se habilite la vía del procedimiento determinativo de oficio, tales como intimaciones derivadas de la utilización de medios de pago no admitidos (ley antievasión),  determinaciones de deuda en materia de seguridad social, etc.

5. Proponer que a similares conclusiones debe arribarse respecto de las normas locales, en particular el art 13 bis del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires (ley 10397) incorporado por la ley 13405 y modificado por la ley 13529.

6. Bregar por una mayor eficacia y eficiencia en el accionar de la administración tributaria respecto de la promoción de juicios de ejecución fiscal, con particular énfasis en los procedimientos de control previo a la iniciación de la demanda.

